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1. PERSONA Y DERECHOS FUNDAMENTALES 

COMUNIDAD AUTÓNOMA DEL PAÍS VASCO. DERECHOS Y DIGNIDAD DE LA 
PERSONA EN EL PROCESO FINAL DE SU VIDA.  
LEY 11/2016, DE 8 DE JULIO, DE GARANTÍA DE LOS DERECHOS Y DE LA DIG-
NIDAD DE LAS PERSONAS EN EL PROCESO FINAL DE SU VIDA. 
(BOE, núm. 175, de 21 de julio de 2016) 
 
URL: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2016-6997 
 
En el Boletín Oficial del Estado (BOE) del 21 de julio de 2016, se publicó la citada Ley del 
Parlamento Vasco, de garantía de los derechos y de la dignidad de las personas en el proceso 
final de su vida. Varias Comunidades Autónomas en España han dictado normas relativas al 
régimen jurídico del proceso de morir.  

La comunidad vasca, al igual que otras comunidades, ha ido adaptándose a los nuevos cambios 
sociales que van sucediéndose en la forma entender y afrontar el proceso final de la vida.  

A tenor de lo dispuesto en el preámbulo de dicha Ley, el envejecimiento poblacional y el incre-
mento de las enfermedades crónicas e irreversibles plantean nuevas preguntas y desafíos en 
torno a los procesos del final de la vida. Por un lado, los adelantos médicos nos permiten pro-
longar las funciones vitales hasta límites hasta ahora impensables y posponer también la edad en 
que ese proceso solía culminar. Por otro lado, los cambios sociales nos hacen plantearnos modi-
ficaciones en las estructuras de atención social existentes. La manera de entender y afrontar la 
muerte también va evolucionando hacia su consideración como un proceso natural e inevitable. 
Se experimenta como una vivencia única antropológica para el paciente y su familia. Dentro de 
la cual podemos encontrar, habitualmente, diversas trayectorias posibles: a) Deterioro progresi-
vo y muerte en un periodo de semanas o pocos meses; b) Deterioro lento progresivo con exacer-
baciones agudas y frecuentemente una muerte aguda; c) Deterioro lento y discapacidad progre-
siva para el autocuidado. 

Estas diferentes trayectorias hacia la muerte conllevan un gran sufrimiento personal, físico, psi-
cológico, social, familiar y espiritual, y presentan una importante y heterogénea necesidad asis-
tencial con implicación de múltiples recursos sanitarios y sociales. Existe, no obstante, un 
acuerdo ético y jurídico básico sobre ciertos contenidos y derechos en torno al ideal de una bue-
na muerte: el derecho a recibir cuidados integrales y de calidad, y el derecho a que se respete la 
autonomía de la persona enferma también en el proceso final de su vida. 

En este sentido, resulta ineludible una regulación por Ley de las garantías y las libertades que 
aseguren en todos los casos el respeto a la dignidad de la persona en el proceso del final de la 
vida. El reforzamiento del valor de la autonomía personal ha modificado los valores de la rela-
ción clínica. Se trata, −sin dejar la margen la diligencia técnica y el respeto a la lex artis médi-
ca−, de actualizar dicho valor y adaptarlo a la idiosincrasia y necesidades específicas de la per-
sona en toda circunstancia.  

De conformidad con esta Ley 11/2016, según los dictados del principio de autonomía de la vo-
luntad de la persona, existen dos cauces o instrumentos principales para hacer posible la digni-
dad del paciente en el proceso de morir: a) El primero, el derecho de la persona a la información 
clínica, al consentimiento informado y a la toma de decisiones; b) El segundo consiste en el 
derecho de la persona a realizar la declaración de voluntades anticipadas y a que éstas sean res-
petadas. 

Aunque en su día la Ley 41/2002 reguladora de la autonomía del paciente y de los derechos y 
obligaciones en materia de información y documentación clínica (LAP), supuso un gran avance 
en la asunción de estos principios por nuestro sistema de salud, la práctica ha demostrado que, 
en algunos casos, resulta insuficiente para garantizar la libertad y la voluntad de la persona en el 
proceso del final de la vida. 
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Cada vez es mayor el consenso sobre el derecho que toda persona tiene al alivio del sufrimiento 
al final de la vida mediante una asistencia paliativa de calidad, respetuosa con sus valores y 
creencias, que pueden ser expresados en ese momento o de forma anticipada en el documento de 
voluntades anticipadas o documento de instrucciones previas. Asimismo, y a fin de poder ejer-
cer esa libertad de manera consciente, toda persona o paciente tiene derecho a recibir informa-
ción veraz sobre su proceso y enfermedad, a rechazar un tratamiento, a la limitación el esfuerzo 
terapéutico y a elegir entre las opciones disponibles. 

Las novedades de la Ley 11/2016, respecto de su predecesora, −Ley 7/2002, de 12 de diciembre 
de voluntades anticipadas en el ámbito de la sanidad, y el Decreto 270/2003, por el que se regu-
la este instrumento en la comunidad autónoma vasca−, se refieren, principalmente, a delimitar 
las funciones de la persona representante de la expresión de las voluntades previas del paciente, 
y a precisar los deberes de coordinación del facultativo responsable en torno a la evaluación de 
la capacidad del paciente y a la existencia de voluntades anticipadas y a la información al pa-
ciente sobre su conveniencia. 

Dado que se trata de una cuestión de gran relevancia en nuestra sociedad multicultural y diversa, 
en la cual existen numerosos valores, creencias y prioridades con respecto a la muerte y a la 
manera de afrontarla, resulta necesaria una regulación por ley de las garantías y las libertades en 
el proceso final de la vida.  

Según el artículo 18 del Estatuto de Autonomía de la Comunidad Autónoma de Euskadi, es 
competencia de la comunidad el desarrollo legislativo y la ejecución de la legislación básica del 
Estado en materia de sanidad interior, así como la organización y administración, a tales fines y 
dentro de su territorio, de todos los servicios relacionados con dicha materia y la tutela de las 
instituciones, entidades y fundaciones que actúen en materia de sanidad. 

Consecuentemente, a fin de garantizar de manera efectiva la plena dignidad de la persona en el 
proceso final de la vida, la Ley 11/2016 no solo establece y desarrolla los derechos que le asis-
ten en esta situación, sino que también determina los deberes del personal asistencial y sanitario 
que atiende a los pacientes durante este proceso, y atribuye un conjunto de obligaciones a las 
instituciones sociales y sanitarias públicas o privadas en orden de garantizar los derechos del 
paciente. 

Se regulan, de esta manera, los deberes de los profesionales del ámbito asistencial y sanitario 
encargados de la atención a personas ante el proceso final de la vida en lo que se refiere a la 
información del proceso, de la que deberá quedar constancia en su historia clínica, y se garanti-
za el respeto de las preferencias del paciente en la toma de decisiones médicas, ya se expresen 
estas a través del consentimiento informado o en forma de declaración de voluntades anticipa-
das, estableciéndose en ambos casos criterios mínimos para la valoración de la capacidad o in-
capacidad de hecho del paciente, que puede conllevar la relativización de dichas preferencias. 

En este sentido, la citada Ley 11/2016, establece una serie de parámetros orientativos para de-
terminar la posible existencia de incapacidad de hecho (art. 17.2), o quién debe tomar las deci-
siones en el caso en que el paciente sea un menor de edad. En este aspecto la norma vasca pare-
ce no ajustarse a lo que establece la legislación estatal tras su reciente modificación en julio del 
pasado año respecto del consentimiento dado por el paciente menor de edad. Mientras que la 
Ley vasca permite que el paciente con 16 años cumplidos no incapaz ni incapacitado, pueda 
tomar decisiones relacionadas con el final de la vida (véase el art. 11.3), el art. 9.4 de la LAP 
prevé que: “cuando se trate de una actuación de grave riesgo para la vida o salud del menor, 
según el criterio del facultativo, el consentimiento lo prestará el representante legal del menor, 
una vez oída y tenida en cuenta la opinión del mismo”.  

La limitación del esfuerzo terapéutico aparece contemplada en el art. 15, cuando dispone que la 
decisión del médico debe ser conforme a la lex artis y la práctica clínica habitual. Si bien cabe 
señalar que toda actuación asistencial debe ajustarse por sí misma a criterios científico-técnicos, 
la gran mayoría protocolizados. Se trata, en este sentido, de no proporcionar un tratamiento que 
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sea innecesario o desproporcionado a la vista de los riesgos y limitaciones. Entre los aspectos 
que contribuyen a valorar si un tratamiento es apropiado cabe apreciar los siguientes: los benefi-
cios, los riesgos y limitaciones del tratamiento médico, así como una valoración desde el punto 
de vista de las expectativas del paciente. 

La referencia a las instrucciones previas resulta muy positiva pensando en futuras situaciones en 
la que se plantee por el equipo médico el empleo de medidas extraordinarias para el manteni-
miento de la nutrición e hidratación cuando el paciente deja de alimentarse por boca, como son 
la colocación de una sonda nasogástrica (SNG) o la gastrostomía percutánea permanente (GPP). 
Ante estas situaciones el Ministerio de Sanidad ya recomienda, antes de tomar la decisión, que 
se tenga en cuenta el documento de voluntades anticipadas.  

Las instituciones y organizaciones de los ámbitos sanitario y social adquieren una especial rele-
vancia en esta ley, por cuanto son las garantes del ejercicio del derecho y tributarias de un con-
junto de obligaciones respecto a la provisión de servicios, mediante los cuales deberán garanti-
zar la adecuada atención asistencial, incluyendo la atención de cuidados paliativos de calidad y 
equitativa, asistiendo asimismo a las familias que acompañen al paciente en el proceso. 

Esta ley atiende también a la regulación de determinados derechos de especial importancia en el 
proceso del fin de la vida de las personas, así como las situaciones clínicas y asistenciales que 
ello conlleva. Así, esta ley pretende concretar las herramientas básicas de garantía de dichos 
derechos, y para ello se vale de la información clínica, del consentimiento informado, de la toma 
de decisiones por el paciente, y del documento de voluntades anticipadas en el caso de que la 
persona sea incapaz de decidir por sí misma. 

En resumen, esta ley pretende situar a los pacientes en el centro de las relaciones clínicas, ya 
que es la propia persona la titular de sus derechos y quien ha de guiar su propio proceso, en una 
reflexión conjunta con el personal asistencial, tanto en lo relativo al uso de la información que 
les concierne como en la toma de decisiones, debiéndose respetar las tomadas libremente por la 
propia persona afectada. 

 

DERECHOS DE PROPIEDAD INTELECTUAL. REAL DECRETO 224/2016, DE 27 DE 
MAYO, POR EL QUE SE DESARROLLA EL RÉGIMEN JURÍDICO DE LAS OBRAS 
HUÉRFANAS 

(BOE, núm. 141, de 11 de junio de 2016). 

URL:http://codigo-civil.net/real-decreto-2242016-de-27-de-mayo-por-el-que-se-desarrolla-
el-regimen-juridico-de-las-obras-huerfanas/ 

La Estrategia Europa 2020, de 3 de marzo de 2010, estableció, en línea con el objetivo de crear 
un mercado único de la propiedad intelectual y como una de sus iniciativas más relevantes, el 
desarrollo de una Agenda Digital para Europa. Dicho documento tenía como una de sus medi-
das claves el establecimiento de un marco jurídico que facilitase la digitalización y divulgación 
de aquellas obras y otras prestaciones protegidas por derechos de autor o derechos afines, y 
cuyos titulares de derechos no hayan sido identificados o, si lo han sido, no estén localizados. A 
estas obras se las denomina obras huérfanas. 

Conscientes de la importancia de esta cuestión, las instituciones y los Estados miembros de la 
Unión Europea han desarrollado en estos años una importante labor con la finalidad de impulsar 
la digitalización de las obras huérfanas y, con ello, su conservación. 

Como consecuencia de los trabajos desarrollados por la propia Comisión Europea, el Consejo 
de la Unión Europea y otros actores, entre ellos el Grupo de expertos de Alto Nivel sobre Bi-
bliotecas Digitales, se aprobó la Directiva 2012/28/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 25 de octubre de 2012, sobre ciertos usos autorizados de las obras huérfanas, que aborda el 



4 
 

problema específico de la determinación jurídica de la condición de obra huérfana y sus conse-
cuencias en términos de posibles usos autorizados de las mismas. 

La transposición de la Directiva se ha instrumentado en España a través de la Ley 21/2014, de 4 
de noviembre, por la que se modifica el texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril, y la Ley 1/2000, de 7 de enero, 
de Enjuiciamiento Civil. A través de esta modificación se añadió, dentro de la regulación de los 
límites a los derechos de propiedad intelectual, el artículo 37 bis al texto refundido de la Ley 
de Propiedad Intelectual. Este artículo establece un marco legislativo que garantice la segu-
ridad jurídica en la utilización de obras huérfanas por parte de las instituciones culturales 
y los organismos públicos de radiodifusión. 

Los aspectos principales de la Directiva 2012/28/UE, es decir, la propia definición de obra huér-
fana, su objeto y ámbito de aplicación, el reconocimiento mutuo de la condición de obra huérfa-
na, así como la posibilidad del fin de dicha condición, han sido ya establecidos en el texto re-
fundido de la Ley de Propiedad Intelectual. No obstante, ciertos aspectos como la búsqueda 
diligente o los usos autorizados de las obras huérfanas precisan de un desarrollo reglamentario. 

El presente real decreto tiene por objeto el desarrollo de la regulación para determinar la 
orfandad de una obra, el establecimiento del procedimiento de búsqueda diligente previo a 
dicha consideración, y la fijación de las condiciones para poner fin a la condición de obra 
huérfana y, en su caso, abonar la oportuna compensación equitativa al titular legítimo de 
los derechos sobre la obra. 

Este desarrollo debe ser compatible con todas aquellas medidas que favorezcan los procesos de 
digitalización a gran escala de colecciones de bibliotecas, centros de enseñanza, archivos, mu-
seos, organismos de conservación del patrimonio cinematográfico o sonoro y organismos públi-
cos de radiodifusión, respetando siempre los derechos de propiedad intelectual y, en la medida 
de lo posible, promoviendo la colaboración público-privada. 

En la elaboración de esta norma ha tenido lugar un trámite de información pública durante el 
que las organizaciones y asociaciones representantes de los intereses de las entidades beneficia-
rias y las entidades de gestión de derechos de propiedad intelectual, han podido realizar las 
aportaciones, comentarios y propuestas que han estimado oportunas. Igualmente, han sido con-
sultadas las comunidades autónomas. 

 
PROPIEDAD INTELECTUAL. Determina la cuantía de la compensación equitativa por 
copia privada correspondiente al ejercicio 2015 con cargo a los Presupuestos Generales del 
Estado y su distribución entre las tres modalidades de reproducción referidas legalmente. 

(BOE, núm. 247, de 12 de octubre de 2016). 
Orden núm. ECD/1649/2016, de 10 de octubre. RCL 2016\1165 

URL: http://www.boe.es/boe/dias/2016/10/12/pdfs/BOE-A-2016-9369.pdf 

El límite o excepción de copia privada, por el cual se limita o exceptúa el derecho de reproduc-
ción en el caso de las copias efectuadas por una persona física para uso privado y siempre que 
los titulares de ese derecho reciban a cambio una compensación equitativa, se encuentra recogi-
do en el ordenamiento español en el artículo 31.2 del texto refundido de la Ley de Propiedad 
Intelectual, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril RCL 1996, 1382). 

A través de la disposición adicional décima del Real Decreto-ley 20/2011, de 30 de diciembre 
(RCL 2011, 2553), de medidas urgentes en materia presupuestaria, tributaria y financiera para la 
corrección del déficit público, en vigor desde el 1 de enero de 2012, el legislador ha optado por 
modificar el sistema español de financiación de la compensación equitativa por copia privada, 
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sustituyendo al anterior modelo basado en el pago por los intermediarios en el mercado de equi-
pos, aparatos y soportes de reproducción de determinados importes sobre estos dispositivos, por 
un sistema de compensación con cargo a los Presupuestos Generales del Estado en el que la 
cuantía de ésta ha de determinarse tomando como base la estimación del perjuicio causado. 

En cumplimiento del mandato de dicha disposición adicional décima, se procedió a la aproba-
ción del Real Decreto 1657/2012, de 7 de diciembre (RCL 2012, 1670y RCL 2013, 633), por el 
que se regula el procedimiento de pago de la compensación equitativa por copia privada con 
cargo a los Presupuestos Generales del Estado. 

La base para la determinación de la cuantía anual correspondiente por dicho perjuicio se asienta 
sobre el daño efectivamente causado a los titulares de los derechos de propiedad intelectual 
como consecuencia de las reproducciones que se amparen bajo el concepto de copia privada. La 
estimación de este perjuicio deberá tener en cuenta, entre otros, los criterios objetivos estableci-
dos en el artículo 3.2 del Real Decreto 1657/2012, de 7 de diciembre, que han sido analizados 
durante la tramitación del procedimiento instruido según lo establecido en dicho Real Decreto y 
durante el cual se ha dado audiencia a las entidades de gestión de derechos de propiedad intelec-
tual. 

Pero, además de la estimación del perjuicio causado, la determinación de la compensación a 
financiar con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, a distribuir entre las tres modalida-
des de reproducción y a asignar a las entidades de gestión de derechos de propiedad intelectual, 
debe tomar necesariamente en consideración la especialidad y el carácter limitativo de los crédi-
tos para gastos consignados en los Presupuestos Generales del Estado, de conformidad con lo 
previsto en los artículos 42 y 46 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre (RCL 2003, 2753), 
General Presupuestaria. 

De la aplicación combinada de ambos condicionantes legales, resulta determinada la cuantía 
correspondiente a la compensación equitativa por copia privada del ejercicio 2015 con cargo a 
los Presupuestos Generales del Estado correspondientes al ejercicio 2016, a distribuir entre las 
tres modalidades de reproducción y a asignar a las entidades de gestión de derechos de propie-
dad intelectual. 

NACIONALIDAD ESPAÑOLA. REAL DECRETO 322/2016, DE 5 DE AGOSTO, POR 
EL QUE SE CONCEDE LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA POR CARTA DE NATU-
RALEZA A DETERMINADOS SEFARDÍES ORIGINARIOS DE ESPAÑA.  

(BOE núm. 208, de 29 de agosto de 2016) 

Todas las solicitudes a las que se refiere el presente Real Decreto han sido presentadas ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado con anterioridad a la entrada en vigor de la 
Ley 12/2015, de 24 de junio, en materia de concesión de la nacionalidad a los sefardíes origina-
rios de España. En todas ellas se ha cumplido con los requisitos establecidos en el artículo 21.3 
del Código civil.  
Tanto la acreditación de la buena conducta cívica de los solicitantes como la valoración de la 
concurrencia de las circunstancias excepcionales para adquirir la nacionalidad se han llevado a 
cabo con arreglo a los mismos criterios recogidos en el Real Decreto 893/2015 
URL: http://www.boe.es/boe/dias/2016/08/29/pdfs/BOE-A-2016-8081.pdf 

 
TRAMITACIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS DE CONCESIÓN DE LA NACIONA-
LIDAD ESPAÑOLA POR RESIDENCIA. 
Orden núm. JUS/1625/2016, de 30 de septiembre. RCL 2016\1159 

(BOE, núm. 246, de 11 de octubre de 2016). 
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La disposición final séptima de la Ley 19/2015, de 13 de julio (RCL 2015, 1082), de medidas de 
reforma administrativa en el ámbito de la Administración de Justicia y del Registro Civil, ha 
establecido un nuevo procedimiento desarrollado en el Real Decreto 1004/2015, de 6 de no-
viembre (RCL 2015, 1770), por el que se aprueba el Reglamento por el que se regula el proce-
dimiento para la adquisición de la nacionalidad española por residencia. Dicho procedimiento es 
netamente administrativo y se basa en la tramitación electrónica en todas sus fases, lo que per-
mite reducir sensiblemente los plazos de resolución. 
 
COMUNIDAD AUTÓNOMA DE MADRID. LEY DE IDENTIDAD Y EXPRESIÓN DE 
GÉNERO E IGUALDAD SOCIAL Y NO DISCRIMINACIÓN DE MADRID 
LEY 2/2016, DE 29 DE MARZO. LCM 2016\88 
 

La Ley se divide en una exposición de motivos, XIV Títulos, dos disposiciones adicionales, una 
disposición derogatoria y dos disposiciones finales. 

El Título Preliminar dedicado a las disposiciones generales establece los objetivos, el ámbito de 
la ley, la definición de las personas amparadas por la misma entre las que se resalta la situación 
de los menores de edad y los principios rectores de la administración en el tratamiento de las 
personas amparadas. La Ley establece como objetivos el de reconocer el derecho a la libre 
manifestación de la identidad de género y el de erradicar toda forma de discriminación como 
consecuencia de dicha manifestación. La Ley contempla como sujetos de derecho a todas las 
personas residentes en la Comunidad sin contemplación de su nacionalidad pues una norma de 
igualdad y no discriminación no puede comenzar por establecer exclusiones o distinciones entre 
los afectados por la discriminación. En lo referente a los destinatarios de los mandatos de la 
norma, estos son todas las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, cualquiera que sea 
su domicilio o residencia, que se encuentren o actúen en el ámbito territorial de la Comunidad 
de Madrid. 

Resulta obligado resaltar el compromiso que la Comunidad de Madrid adquiere con esta norma 
en relación a la protección de los menores trans. Si con frecuencia las personas trans adultas han 
sufrido discriminación o han sido desatendidas este abandono es especialmente grave cuando 
afecta a los menores de edad que por su desprotección natural y por su estadio de desarrollo 
sufren con mayor gravedad la negativa al reconocimiento de su identidad o la desatención 
médica a sus necesidades de afirmación. En cumplimiento del mandato de la Ley Orgánica 
8/2015, de 22 de julio, de modificación del sistema de protección a la infancia y la adolescencia 
y bajo el criterio rector de atención al interés superior del menor, la Ley les ofrece ahora a ellos 
y a sus tutores el amparo de la ley frente toda exclusión, plena atención a sus necesidades 
sanitarias y protección en el sistema educativo. 

El Título I dedicado al Tratamiento administrativo de la identidad de género establece los 
principios generales del tratamiento administrativo y el derecho a una documentación adecuada 
a la identidad de género manifestada en las relaciones con la Administración Pública madrileña, 
lo que es de especial interés para quienes se encuentran en el tránsito hacia el cambio de sexo 
registral o no pueden acceder al mismo por su edad o por su condición de extranjeros. La 
Comunidad compromete igualmente el sostenimiento de un servicio de asesoramiento y apoyo a 
las personas transexuales, sus familiares y personas allegadas, el respeto de la confidencialidad 
e intimidad en todos sus procedimientos y compromiso firme en la realización de acciones 
contra la transfobia y el respeto en su proceder a la identidad y expresión de género de todo 
administrado. 

El Título II, De la atención sanitaria a las personas trans establece el derecho a la salud y a la 
asistencia sanitaria de las personas transexuales en el servicio madrileño de salud y regula la 
unidad de identidad de género. La asistencia a los menores transexuales, se establece bajo los 
principios de tutela del mejor interés del menor y de respeto a su voluntad bajo el principio de 
reconocimiento progresivo de su madurez, conforme establecen los principios de la Convención 
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de Naciones Unidas sobre Derechos del Niño y los protocolos de las principales organizaciones 
pediátricas internacionales. En lugar de establecer prohibiciones que atentarían contra los 
derechos de los menores afectados y constituirían un maltrato, o de fijar barreras de edad que no 
tienen en cuenta el desarrollo individual de cada menor, se establece un sistema de atención 
individualizado y basado en las necesidades específicas de cada menor, y en el que se provee de 
los oportunos tratamientos en el momento adecuado en atención a su desarrollo. La Ley, 
establece además salvaguardas en interés del menor y el deber de consulta del mismo en toda 
medida que le afecte. 

La Ley contempla igualmente la elaboración de las guías y protocolos médicos adecuados a los 
principios de consentimiento informado, descentralización, atención integral multidisciplinaria 
y profesional. Se contempla igualmente la realización de estudios, estadísticas y programas de 
formación de los profesionales sanitarios. 

En el caso de las personas intersexuales, y de manera novedosa, la presente norma garantiza la 
integridad corporal de los menores intersexuales hasta que estos definan su identidad sentida y 
les ofrece protección de su intimidad y dignidad frente a prácticas de exposición y análisis de 
carácter abusivo. La protección de las personas intersexuales exige el reconocimiento de la 
diversidad de los cuerpos humanos y la erradicación del prejuicio según el cual existe un único 
patrón normativo de corrección corporal, que lleva a que menores intersexuales sean operados 
en su infancia para asimilarlos al patrón normativo de hombre o mujer, sin saber cuál es la 
identidad de dicha persona y cometiendo con ello frecuentes errores que luego condicionan 
gravemente la vida de la persona intersexual. Sin conocimiento de la identidad de género 
sentida por la persona intersexual: hombre, mujer o simplemente intersexual, cualquier 
intervención quirúrgica que asimile al menor a una identidad puede ser una autentica castración 
traumática. 

El Título III, Medidas en el ámbito de la educación, crea un tratamiento específico de la 
identidad de género en el sistema educativo, siempre sobre la base de considerar el sistema 
educativo como un espacio de entendimiento y no discriminación y promoviendo que el mismo 
actúe como factor de integración y formación cívica en los principios de respeto, tolerancia y no 
violencia. Esta Ley impulsa medidas conducentes a lograr el efectivo respeto en el sistema 
educativo de la diversidad afectivo-sexual, así como la aceptación de las diferentes expresiones 
de identidad de género que permitan superar los estereotipos y comportamientos sexistas. Para 
ello promueve la integración en el currículo autonómico, en los planes docentes y de 
convivencia medidas de formación y de respeto a la diversidad de género en todos los niveles 
educativos, así como la adopción de un protocolo de atención a la identidad de género que sirva 
de guía al personal docente y de servicios en la atención a la comunidad educativa. 

El Título IV, Medidas en el ámbito laboral y de la Responsabilidad Social Empresarial, 
establece el compromiso de crear medidas efectivas en el fomento de la igualdad y no 
discriminación en el empleo y en las estrategias de responsabilidad social corporativa. 

El Título V, Medidas en el ámbito social, focaliza su atención en la inclusión de uno de los 
colectivos más desfavorecidos de nuestra sociedad y con frecuencia sometido a marginalidad y 
a situaciones de especial vulnerabilidad. Colectivo que hasta ahora no siempre recibía atención 
por aplicación de normas y reglamentos de adscripción al género registral o por simple 
abandono y omisión. Tiene especial relevancia en este apartado, el compromiso de extender la 
tutela ofrecida a las víctimas de violencia de género a las mujeres transexuales, el compromiso 
de tutelar a los menores expulsados de sus hogares con respeto a su manifestación de identidad 
y la atención a las víctimas de violencia por transfobia. 

El Título VI, Medidas en el ámbito familiar, se dedica a la protección y garantía de la diversidad 
familiar, incluyendo ante los posibles casos de violencia en el ámbito familiar. 

El Título VII, Medidas en el ámbito de la juventud y de las personas mayores aborda los 
mecanismos de protección y fomento del desarrollo personal en dos etapas especialmente 
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necesitadas de apoyo como son la juventud y la edad avanzada garantizando en todo caso el 
respeto y la adecuada asistencia a los mismos. 

El Título VIII, Medidas en el ámbito del ocio, la cultura y el deporte, promueve una cultura y un 
ejercicio del deporte inclusivo y pretende en la medida en que las competencias de la 
comunidad alcanzan, la erradicación de las normas de segregación o los mecanismos de 
exclusión de las personas trans. 

El Título IX, Medidas en el ámbito de la Cooperación Internacional al Desarrollo, expresa el 
compromiso de esta Comunidad con el derecho a la vida, la igualdad y la libertad de aquellas 
personas que sufren por su identidad de género persecución violencia o criminalización en los 
países donde dichos derechos son negados o ignorados. 

El Título X, Comunicación, aborda en el ámbito de las competencias autonómicas la promoción 
de la concienciación, divulgación y transmisión de la inclusión social y el respeto a la identidad 
y expresión de género, contribuyendo a un trato del colectivo exento de estereotipos. 

El Título XI, Medidas en el ámbito policial, pretende impulsar un protocolo de atención a la 
identidad de género en las fuerzas de seguridad destinado en especial a paliar las consecuencias 
que sufren quienes son víctimas de los delitos de odio por razón de su identidad. 

El Título XII Medidas administrativas para garantizar la igualdad real y efectiva de las personas 
en atención a la identidad y expresión de género, regula los principios aplicables a la 
contratación administrativa, concesión de subvenciones, formación del funcionariado y personal 
público en atención a la identidad de género así como el compromiso de que las futuras normas 
de la Comunidad valoren su posible impacto normativo en las cuestiones pertinentes a la 
discriminación por identidad o expresión de género. De cara a los procedimientos 
administrativos de esta Comunidad, establece igualmente la condición de interesados en el 
procedimiento, las medidas de remoción cese e indemnización y la posible inversión de la carga 
de la prueba en los casos que presenten inicio de prueba por discriminación. 

Finalmente, los Título XII y XIV se refieren a las infracciones y sanciones y disposiciones 
especiales sobre el procedimiento de los temas relativos a esta Ley. La Comunidad opta por que 
sus mandatos no queden en una simple declaración de intenciones y, con respeto a otros órdenes 
sancionadores y a la preferencia del orden penal, establece un catálogo de infracciones y 
sanciones para las conductas especialmente graves y atentatorias de la paz social y de los 
derechos de las personas amparadas por la ley. Sanciones, que en sus expresiones más graves 
pueden suponer la inhabilitación para contratar o recibir ayudas de los fondos públicos de esta 
Comunidad para quienes demuestren una conducta discriminatoria especialmente grave o sea 
reincidente en las infracciones. 

La norma concluye con las previsiones relativas a su implantación efectiva y desarrollo 
reglamentario a fin de asegurar la más temprana implantación y efectividad de los derechos aquí 
enunciados. 

Con esta norma, la Comunidad de Madrid da amparo y reconocimiento al esfuerzo que las 
organizaciones sociales, los partidos políticos, las familias y las personas trans de esta 
Comunidad han hecho durante años para que el respeto a la igualdad y dignidad de todos los 
ciudadanos de Madrid sea una realidad sin exclusiones. 

 
COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LAS ILLES BALEARS. LIBERTAD SEXUAL.  

LEY QUE GARANTIZA LOS DERECHOS DE LESBIANAS, GAYS, TRANS, BISE-
XUALES E INTERSEXUALES Y PARA ERRADICAR LA LGTBI FOBIA 

BO. ILLES BALEARS 2 JUNIO 2016, NÚM. 69, BOE 30 junio 2016, núm. 157.  

El objetivo de esta ley es garantizar y desarrollar el ejercicio de los derechos de las personas 
lesbianas, gays, trans (transexuales y transgéneros), bisexuales e intersexuales, y evitar que se 
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puedan producir situaciones de discriminación y/o violencia por razón de su orientación sexual, 
identidad de género o expresión de género, asegurando así que en las Illes Balears se pueda 
vivir la diversidad sexual y afectiva con plena libertad. 

 
COMUNIDAD AUTÓNOMA DE MURCIA. LIBERTAD SEXUAL. LEY DE 
IGUALDAD SOCIAL DE LESBIANAS, GAIS, BISEXUALES, TRANSEXUALES, 
TRANSGÉNERO E INTERSEXUALES, Y DE POLÍTICAS PÚBLICAS CONTRA LA 
DISCRIMINACIÓN POR ORIENTACIÓN SEXUAL E IDENTIDAD DE GÉNERO EN 
LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LA REGIÓN DE MURCIA. 

BO. REGIÓN DE MURCIA 31 MAYO 2016, NÚM. 125, BOE 25 junio 2016, núm. 153,  

La presente Ley de igualdad social de lesbianas, gais, bisexuales, transexuales, transgénero e 
intersexuales, y de políticas públicas contra la discriminación por orientación sexual e identidad 
de género en la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, viene a incorporarse al conjunto 
de leyes, normas, acciones y políticas que se han venido impulsando en España para garantizar 
el disfrute de los derechos humanos a todas las personas, sin distinción, incluidos el derecho a la 
igualdad de trato ante la ley y el derecho a ser protegido contra la discriminación por orientación 
sexual y la identidad de género. 
 
2. FAMILIA Y SUCESIONES 

COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ARAGÓN. LEY 3/2016, DE 4 DE FEBRERO, DE RE-
FORMA DE LOS ARTÍCULOS 535 Y 536 DEL CÓDIGO DEL DERECHO FORAL DE 
ARAGÓN. BOE NÚM. 60, DE 10 DE MARZO DE 2016. 

Artículo único. —Modificación de los artículos 535 y 536 del Código del Derecho Foral de 
Aragón. 

Uno. El artículo 535 del Código del Derecho Foral de Aragón queda redactado de la forma si-
guiente: 

«Artículo 535. Sucesión a favor de la Comunidad Autónoma. 

1. En defecto de las personas legalmente llamadas a la sucesión conforme a las reglas anteriores, 
sucede la Comunidad Autónoma. 

2. Previa declaración de herederos, la Diputación General de Aragón destinará los bienes here-
dados o el producto de su enajenación a establecimientos de asistencia social de la Comunidad, 
con preferencia los radicados en el municipio aragonés en donde el causante hubiera tenido su 
último domicilio.» 

Dos. El artículo 536 del Código del Derecho Foral de Aragón queda redactado de la forma si-
guiente: 

«Artículo 536. Privilegio del Hospital de Nuestra Señora de Gracia. 

1. En los supuestos del artículo anterior, el Hospital de Nuestra Señora de Gracia será llamado, 
con preferencia, a la sucesión legal de los enfermos que fallezcan en él o en establecimientos 
dependientes. 

2. Previa declaración de herederos, la Diputación General de Aragón destinará los bienes here-
dados o el producto de su enajenación a la mejora de las instalaciones y condiciones de asisten-
cia del Hospital.» 

 

COMUNIDAD FORAL DE NAVARRA. LEY FORAL 10/2016, DE 1 DE JULIO, DE 
ACTUALIZACIÓN DEL RÉGIMEN REGULADOR DE LA SUCESIÓN LEGAL A FA-
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VOR DE LA COMUNIDAD FORAL DE NAVARRA (BOE, núm. 188 de 5 de agosto de 
2016) 
http://www.boe.es/boe/dias/2016/08/05/pdfs/BOE-A-2016-7570.pdf 

Actualmente, la sucesión legal a favor de la Comunidad Foral de Navarra se encuentra regulada 
en las leyes 304 y 307 de la Compilación del Derecho Civil Foral de Navarra, aprobada por la 
Ley 1/1973, de 1 de marzo, en el artículo 24 de la Ley Foral 14/2007, de 4 de abril (LNA 2007, 
157), del Patrimonio de Navarra, y en sus disposiciones reglamentarias, en concreto, el Decreto 
Foral 166/1988, de 1 de julio (LNA 1988, 155), por el que se establece el régimen administrati-
vo aplicable a la sucesión legal a favor de la Comunidad Foral. 

El artículo 48.2 de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto (RCL 1982, 2173 y 2233), de Re-
integración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, dispone que la modificación de la 
vigente Compilación del Derecho Civil Foral o Fuero Nuevo de Navarra (RCL 1973, 456y RCL 
1974, 1077) se llevará a cabo, en su caso, mediante ley foral. El artículo 45.6 de dicha ley orgá-
nica establece que una ley foral regulará el patrimonio de Navarra y la administración, defensa y 
conservación del mismo. Su artículo 20.2 dispone que requerirán mayoría absoluta para su 
aprobación, en una votación final sobre el conjunto del proyecto, las leyes forales expresamente 
citadas en esa ley orgánica, circunstancia que concurre en ambas disposiciones objeto de modi-
ficación por la presente ley foral. 

Esta ley foral trae causa de la reciente aprobación de la Ley 15/2015, de 2 de julio (RCL 2015, 
1016y 1354), de la Jurisdicción Voluntaria, que modifica diversos artículos de la Ley 33/2003, 
de 3 de noviembre (RCL 2003, 2594), de Patrimonio de las Administraciones Públicas, con el 
fin de trasladar al ámbito administrativo el procedimiento, hasta ahora residenciado en instan-
cias judiciales, para la declaración de la Administración como heredera abintestato, así como los 
preceptos del Código Civil (LEG 1889, 27) que regulaban la liquidación y destino del caudal 
hereditario resultante de dichos procedimientos. 

Asimismo, la Ley 15/2015, de 2 de julio, y el apartado 3 de la disposición adicional cuarta del 
Texto Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana, aprobado por Real Decreto Legis-
lativo 7/2015, de 30 de octubre (RCL 2015, 1699), dan nueva redacción a la disposición final 
segunda de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, con el fin de incluir las modificaciones aproba-
das en el sistema de reparto de competencias normativas previsto en el artículo 149.1 de la 
Constitución. En consecuencia, esta ley foral incorpora los preceptos de competencia exclusiva 
estatal en materia de legislación procesal e incluye preceptos que desarrollan las competencias 
autonómicas sobre legislación civil y foral y preceptos que ejercitan las competencias exclusivas 
que ostenta Navarra en virtud de su régimen foral. 

De acuerdo con lo expuesto, esta ley foral actualiza el régimen regulador de la sucesión legal a 
favor de la Comunidad Foral de Navarra cuya declaración como heredera abintestato deja de ser 
un procedimiento sustanciado en vía judicial para convertirse en un procedimiento administrati-
vo. En concordancia con preceptos de similar carácter que ya contiene la vigente Ley Foral 
14/2007, de 4 de abril, para otros supuestos y con el fin de otorgar respaldo normativo apropia-
do a su contenido, incluye una serie de disposiciones procedimentales que regulan, entre otras 
cosas, la competencia para su resolución, los requisitos y formas de su publicidad, las actuacio-
nes instructoras a llevar a cabo, el plazo máximo para resolverlo y el contenido y efectos de 
dicha declaración administrativa hasta proceder a la liquidación de los bienes y derechos. 

Respecto a la cantidad resultante de la liquidación del caudal relicto, se modifica el contenido de 
la Ley 304, de la Compilación del Derecho Civil Foral de Navarra, previendo que se destine a 
fines de interés social incrementando la dotación presupuestaria prevista en los Presupuestos 
Generales de Navarra. Esta modificación actualiza el vigente reparto, por mitades, entre institu-
ciones de beneficencia, instrucción, acción social o profesionales de la Comunidad y municipa-
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les de Navarra, dada la amplitud cada vez mayor del ámbito de actuación de este tipo de institu-
ciones, la movilidad y posible residencia de las personas causantes en distintas localidades a lo 
largo de su vida y la necesaria correspondencia que debe existir entre los medios técnicos y 
humanos destinados a estos procesos y el importe susceptible de reparto. 

Además y con el fin de interrelacionar este cambio normativo con el contenido de la Ley Foral 
7/2009, de 5 de junio (LNA 2009, 204), que regula la asignación tributaria del 0,7 por ciento 
que los contribuyentes de la Comunidad Foral destinan a otros fines de interés social, se incluye 
un nuevo apartado 9 en el artículo 24de la Ley Foral 14/2007, de 4 de abril, especificando que la 
cantidad resultante de la liquidación de estas herencias incrementará la partida presupuestaria 
que se dota con la suma de las cuotas íntegras de los contribuyentes del Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Físicas que hayan optado por esta finalidad en la asignación tributaria del im-
puesto. 

En cuanto a los procedimientos judiciales de declaración de heredera abintestato de la Comuni-
dad Foral de Navarra iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de esta ley foral, la dispo-
sición transitoria única establece que se regirán por la normativa aplicable a la fecha de su 
inicio. Respecto a las herencias pendientes de liquidación y distribución, con el fin de unificar 
su tratamiento, destino y reparto, dispone que se regirán por esta ley foral y sus disposiciones 
reglamentarias. 

3. BIENES Y NUEVAS PROPIEDADES 

COMUNIDAD FORAL DE NAVARRA. LEY FORAL 2/2016, DE 29 DE ENERO, DE 
MODIFICACIÓN DE LA LEY FORAL 14/2007, DE 4 DE ABRIL, DEL PATRIMONIO 
DE NAVARRA. BOE Nº 57 DE 7 DE MARZO DE 2016. 

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2016-2286 

La presente ley foral modifica la Ley Foral 14/2007, de 4 de abril, del Patrimonio de Navarra, 
que requiere para su aprobación la mayoría absoluta de los miembros del Parlamento de Nava-
rra, conforme a lo previsto en los artículos 20.2 y 45.6 de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de 
agosto, de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra y en el artículo 152 
del Reglamento del Parlamento de Navarra. 

El artículo único modifica la disposición adicional segunda de la Ley Foral 14/2007 para 
asignar al departamento competente en materia de vivienda las facultades atribuidas en dicha 
ley foral al departamento competente en materia de patrimonio en relación con los bienes y 
derechos integrantes del Banco Foral de Suelo Público, así como las facultades de adquisición, 
gestión y enajenación de las viviendas adquiridas al amparo de lo dispuesto en la Ley Foral 
10/2010, de 19 de mayo, del Derecho a la Vivienda en Navarra. 

 

4. OBLIGACIONES Y CONTRATOS 

 
COMUNIDAD AUTÓNOMA DE CASTILLA Y LEÓN. CONSUMO. MODIFICA LA 
LEY 2/2015, DE 4-3-2015 (LCYL 2015\102), POR LA QUE SE APRUEBA EL ESTATU-
TO DEL CONSUMIDOR DE CASTILLA Y LEÓN. 
LEY NÚM. 1/2016, DE 13 DE OCTUBRE. LCYL 2016\374 

 

REAL DECRETO 318/2016, DE 5 DE AGOSTO, POR EL QUE SE REGULA EL PRO-
CEDIMIENTO DE AUTORIZACIÓN PARA LA REALIZACIÓN DE ACTIVIDADES 
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DE PROMOCIÓN Y PUBLICIDAD DE LA DONACIÓN DE CÉLULAS Y TEJIDOS 
HUMANOS. BOE Nº 206, DE 26 DE AGOSTO DE 2016. 

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2016-8044 

El Real Decreto-ley 9/2014, de 4 de julio, por el que se establecen las normas de calidad y segu-
ridad para la donación, la obtención, la evaluación, el procesamiento, la preservación, el alma-
cenamiento y la distribución de células y tejidos humanos y se aprueban las normas de coordi-
nación y funcionamiento para su uso en humanos, incorpora al ordenamiento jurídico español la 
Directiva 2004/23/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 31 de marzo de 2004, relativa 
al establecimiento de normas de calidad y de seguridad para la donación, la obtención, la eva-
luación, el procesamiento, la preservación, el almacenamiento y la distribución de células y 
tejidos humanos, la Directiva 2006/17/CE de la Comisión, de 8 de febrero de 2006, por la que 
se aplica la Directiva 2004/23/CE del Parlamento Europeo y del Consejo en lo relativo a deter-
minados requisitos técnicos para la donación, la obtención y la evaluación de células y tejidos 
humanos, así como la Directiva 2006/86/CE de la Comisión, de 24 de octubre de 2006, por la 
que se aplica la Directiva 2004/23/CE del Parlamento Europeo y del Consejo en lo que se refie-
re a los requisitos de trazabilidad, la notificación de las reacciones y los efectos adversos graves 
y determinados requisitos técnicos para la codificación, el procesamiento, la preservación, el 
almacenamiento y la distribución de células y tejidos humanos. 

El artículo 4.1 del Real Decreto-ley 9/2014, de 4 de julio, establece que la promoción y publici-
dad de la donación u obtención de tejidos y células humanos se realizará siempre de forma ge-
neral, sin buscar un beneficio para personas concretas, y señalándose su carácter voluntario, 
altruista y desinteresado. A estos efectos, el citado artículo 4.1 señala que las entidades que pre-
tendan desarrollar cualquier actividad de promoción y publicidad en apoyo de la donación de 
células y tejidos humanos deberán, previamente, solicitar autorización de la autoridad compe-
tente de la comunidad autónoma donde se pretenda desarrollar la actividad o de la Organización 
Nacional de Trasplantes cuando las actividades pretendidas superen el ámbito de una comuni-
dad autónoma, remitiendo para ello a un procedimiento administrativo que, en todo caso, deberá 
ajustarse a lo establecido en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 

Este real decreto tiene por objeto regular el procedimiento administrativo al que ha de someterse 
la Organización Nacional de Trasplantes al efecto de resolver las solicitudes de autorización 
para desarrollar las actividades de promoción y publicidad en apoyo de la donación de células y 
tejidos humanos que superen el ámbito de una comunidad autónoma. 

De este modo, se regulan los aspectos relativos a la iniciación, instrucción y finalización de 
dicho procedimiento y, en concreto, los aspectos relativos a la cumplimentación y presentación 
de la solicitud, los documentos a adjuntar a la misma y los requisitos necesarios para obtener la 
autorización. Asimismo, se dispone que, conforme establece el artículo 43 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, el vencimiento del plazo máximo sin haberse notificado resolución expresa 
legitima al interesado para entender estimada su solicitud. 

En ningún caso, la autorización a la que se refiere este real decreto podrá amparar actividades de 
extracción, procesamiento, almacenamiento, distribución o implante de células y tejidos huma-
nos, las cuales requieren, conforme a lo establecido en el Real Decreto-ley 9/2014, de 4 de julio, 
la autorización específica por parte de la autoridad competente de la comunidad autónoma don-
de se vayan a realizar dichas actividades. 

En cuanto al fundamento legal de la presente norma, esta se dicta con base en la habilitación 
normativa contenida en la disposición final tercera del Real Decreto-ley 9/2014, de 4 de julio, y 
permite salvar la insuficiencia de rango de la que, según la sentencia de la Audiencia Nacional 
de 6 de mayo de 2015, adolecía la Orden SSI/2512/2013, de 18 de diciembre, por la que se re-
gula el procedimiento de autorización para la realización de actividades de promoción y publi-
cidad de la donación de células y tejidos humanos. 
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En el proceso de elaboración de este real decreto se ha consultado, entre otros, a las comunida-
des autónomas y ciudades de Ceuta y Melilla, y han sido oídas las entidades relacionadas con 
los procesos de donación y trasplante de órganos, tejidos y células. 

Asimismo, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 67.2 y 71 de la Ley 16/2003, de 28 de 
mayo, de cohesión y calidad del Sistema Nacional de Salud, este real decreto ha sido objeto de 
informe por parte del Comité Consultivo y del Pleno del Consejo Interterritorial del Sistema 
Nacional de Salud, así como de la Agencia Española de Protección de Datos en virtud de lo 
dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter 
Personal y en el Estatuto de la citada Agencia, aprobado por Real Decreto 428/1993, de 26 de 
marzo. 

La norma se dicta al amparo del artículo 149.1.16.ª de la Constitución que atribuye al Estado la 
competencia exclusiva sobre bases y coordinación general de la sanidad. 

 

5. EMPRESA, COMPETENCIA Y MERCADO 

CIRCULAR 2/2016, DE 2 DE FEBRERO, DEL BANCO DE ESPAÑA, A LAS ENTIDA-
DES DE CRÉDITO, SOBRE SUPERVISIÓN Y SOLVENCIA, QUE COMPLETA LA 
ADAPTACIÓN DEL ORDENAMIENTO JURÍDICO ESPAÑOL A LA DIRECTIVA 
2013/36/UE Y AL REGLAMENTO (UE) N.º 575/2013. BOE Nº 34 DE 9 DE FEBRERO 
DE 2016. 

La presente circular tiene como objetivo fundamental completar, en lo relativo a las entidades 
de crédito, la transposición de la Directiva 2013/36/UE al ordenamiento jurídico español. Ade-
más, se recoge una de las opciones que el Reglamento (UE) n.º 575/2013 atribuye a las autori-
dades nacionales competentes, adicional a las que el Banco de España ya ejerció en la Circular 
2/2014.Por otro lado, la presente circular también desarrolla algunos aspectos de la transposi-
ción de la Directiva 2011/89/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de noviembre de 
2011, por la que se modifican las Directivas 98/78/CE, 2002/87/CE, 2006/48/CE y 
2009/138/CE en lo relativo a la supervisión adicional de las entidades financieras que formen 
parte de un conglomerado financiero. Esta directiva ya ha sido transpuesta en lo fundamental 
mediante las modificaciones que tanto la Ley 10/2014 como el Real Decreto 84/2015 introdu-
cían, respectivamente, en la Ley 5/2005, de 22 de abril, de supervisión de los conglomerados 
Financieros y por la que se modifican otras leyes del sector financiero, y en el Real Decreto 
1332/2005 que la desarrolla. En la aplicación de esta regulación hay que tener en cuenta las 
guías o directrices que emita el propio Banco de España, y las que emitan los organismos y co-
mités internacionales activos en la regulación y supervisión bancarias, como la Autoridad Ban-
caria Europea (en adelante, ABE), y sean adoptadas como propias por el Banco de España. 
En paralelo a estos desarrollos normativos, se ha producido en Europa un cambio transcendental 
en el modelo de supervisión de las entidades de crédito. La aprobación del Reglamento (UE) n.º 
1024/2013 del Consejo, de 15 de octubre de 2013, que encomienda al Banco Central Europeo 
(en adelante, BCE) tareas específicas respecto de políticas relacionadas con la supervisión pru-
dencial de las entidades de crédito (en adelante, Reglamento (UE) n.º 1024/2013), ha supuesto 
la creación del Mecanismo Único de Supervisión (en adelante, MUS), compuesto por el BCE y 
las autoridades nacionales competentes, entre las que se encuentra el Banco de España. El MUS 
se conforma como uno de los pilares de la Unión Bancaria, unido al Mecanismo Único de Reso-
lución, recientemente creado, y a un sistema de garantía de depósitos armonizado, todavía en 
fase de desarrollo. Los tres pilares se basan fundamentalmente en dos conjuntos de normas que 
se aplican a todos los Estados miembros: los requisitos de capital para las entidades de crédito 
(Reglamento (UE) n.º 575/2013 y Directiva 2013/36/UE) y las disposiciones sobre reestructura-
ción y resolución de entidades de crédito y empresas de servicios de inversión (Directiva 
2014/59/UE). 



14 
 

El Reglamento (UE) n.º 1024/2013 establece la atribución al MUS, y singularmente al BCE, de 
las funciones de supervisión directa sobre las entidades significativas e indirecta sobre las enti-
dades menos significativas, según la definición establecida en el mencionado reglamento. La 
relevancia de la implantación del MUS para España se aprecia no solo en la importancia de las 
funciones cedidas, sino también en el hecho de que los grupos de entidades de crédito identifi-
cados como significativos representen más del 90% de los activos del sistema. 
En esta circular se ha introducido una definición de autoridad competente, que será el BCE o el 
Banco de España según la asignación y distribución de competencias establecidas en el Regla-
mento (UE) n.º 1024/2013, y que se completa en el Reglamento (UE) n.º 468/2014 del Banco 
Central Europeo, de 16 de abril de 2014, en el que se establece el marco de cooperación en el 
MUS entre el BCE y las autoridades nacionales competentes y las autoridades nacionales desig-
nadas. En términos generales, la entrada en vigor del MUS supone una reasignación de respon-
sabilidades supervisoras, que se trasladan del ámbito nacional al BCE. Desde el 4 de noviembre 
de 2014, el BCE es responsable de la supervisión directa de las entidades significativas, siendo 
competencia del Banco de España la supervisión directa de las entidades menos significativas. 
Adicionalmente, otras funciones supervisoras no atribuidas al BCE, así como la supervisión de 
ciertas entidades no incluidas en la definición de entidad de crédito, siguen siendo competencia 
del Banco de España. El Reglamento del MUS regula también los denominados «procedimien-
tos comunes», en los que la decisión corresponde al BCE a propuesta del Banco de España, 
independientemente de que la entidad de crédito en cuestión sea significativa o menos significa-
tiva. Se trata de los procedimientos aplicables a las autorizaciones para el acceso a la actividad 
de entidad de crédito, la revocación de dichas autorizaciones y los procedimientos de evaluación 
de participaciones significativas.  
El contenido de la circular se ha dividido en nueve capítulos, en función de las diversas materias 
que se regulan. El capítulo 1 establece algunas definiciones y el ámbito de aplicación de cada 
uno de los capítulos, a excepción del capítulo 9, que, al tratar sobre las obligaciones de informa-
ción de las entidades al Banco de España, incluye en cada norma su correspondiente ámbito. 
Asimismo, se aclara el tratamiento específico de las sucursales y la libre prestación de servicios 
en España de entidades de crédito con sede en Estados no miembros de la Unión Europea. 
El capítulo 2 incorpora una nueva opción regulatoria de carácter adicional a las que el Banco de 
España ejerció mediante la Circular 2/2014. En concreto, la prevista en el artículo 116.4 del 
Reglamento (UE) n.º 575/2013, referente a la posibilidad de que las exposiciones frente a de-
terminados entes del sector público puedan recibir la misma ponderación que la administración 
de la cual dependen. El Banco de España considera que se dan las circunstancias adecuadas para 
ello en aquellos entes citados en el artículo  
56.2 del Real Decreto 84/2015 que no sean sociedades mercantiles ni fundaciones y estén secto-
rizados como Administraciones Públicas o Administraciones de Seguridad Social en el Sistema 
Europeo de Cuentas Nacionales y Regionales de la Unión Europea, así como en el Instituto de 
Crédito Oficial. En el caso de los entes dependientes de Comunidades Autónomas y Corpora-
ciones Locales, es necesario además que esas exposiciones puedan incluirse en el ámbito de los 
mecanismos adicionales de financiación previstos en la disposición adicional primera de la Ley 
Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera. 
El capítulo 3 desarrolla el requerimiento combinado de colchones de capital. Se regula el col-
chón de conservación de capital, el colchón de capital anticíclico, el colchón de capital para 
entidades de importancia sistémica mundial, el colchón de capital para otras entidades de impor-
tancia sistémica (OEIS) y, por último, el colchón para otros riesgos sistémicos. De este modo, 
las entidades de crédito deberán mantener niveles de capital de nivel 1 ordinario adicionales a 
los exigidos en el Reglamento (UE) n. º 575/2013 y, en caso de incumplimiento del requeri-
miento combinado de colchones, se establecen determinadas restricciones a las distribuciones y 
otras obligaciones. Respecto al colchón de capital para OEIS, cabe destacar que se incorporan 
en el texto de la circular los criterios para la identificación de esas entidades, siguiendo las Di-
rectrices de la ABE sobre los criterios para determinar las condiciones de aplicación del artículo 
131, apartado 3, de la Directiva 2013/36/UE en relación con la evaluación de otras entidades de 
importancia sistémica (EBA/GL/2014/10). Asimismo, en la disposición transitoria primera se 
establece un período transitorio para la aplicación del mencionado colchón. 
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El capítulo 4 introduce diversas disposiciones relacionadas con la organización interna de las 
entidades de crédito. Este capítulo se divide a su vez en cuatro secciones. La sección 1.ª desarro-
lla las características de los comités de riesgos, de nombramientos y de remuneraciones que han 
de constituir las entidades de crédito en virtud de la Ley 10/2014, estableciendo algunas de las 
condiciones con las que la autoridad competente permitirá que se unifiquen el comité de riesgos 
y el de auditoría, o el de nombramientos y el de remuneraciones. Asimismo, se incluyen ciertas 
reglas mínimas que deberán observar las entidades de crédito respecto a su gobierno interno, 
siendo una referencia relevante a  este respecto la Guía sobre gobierno interno (GL 44) emitida 
por la ABE. La sección 2. ª establece el procedimiento de evaluación de la idoneidad que se 
habrá de realizar sobre los miembros del consejo de administración y sobre los directores gene-
rales y asimilados de las entidades. Esta sección también aborda el régimen de incompatibilida-
des y el procedimiento para la autorización y comunicación de créditos, avales y garantías a los 
altos cargos de las entidades de crédito. En la sección 3. ª se establece una serie de disposiciones 
sobre la política de remuneraciones de las entidades, aplicables al llamado colectivo identifica-
do. Por último, en la sección 4. ª, se establecen los requisitos mínimos que habrán de cumplir las 
entidades para la delegación de la prestación de servicios o del ejercicio de funciones. 
El capítulo 5 regula ciertos aspectos del proceso de autoevaluación del capital que deben reali-
zar las entidades y el proceso de revisión supervisora que llevará a cabo la autoridad competen-
te. 
El capítulo 6 establece especificidades en relación con el tratamiento de determinados riesgos 
por parte de las entidades, completando lo establecido por el Real Decreto 84/2015. En este 
sentido, se abordan los riesgos de concentración, titulización, mercado, tipo de interés y liqui-
dez. Asimismo, se incluye una norma para recoger los principios para una eficaz agregación de 
datos y presentación de informes de riesgos, que aprobó el Comité de Basilea en enero de 
2013.El capítulo 7 detalla determinados aspectos del régimen de supervisión adicional aplicable 
a los conglomerados financieros, completando lo establecido en la Ley 5/2005 y en el Real De-
creto 1332/2005. 
El capítulo 8 establece determinadas normas de transparencia para las entidades de crédito. 
Además de exigir la verificación del documento «Información con relevancia prudencial», que 
las entidades deben publicar de acuerdo con los artículos 85 de la Ley 10/2014 y 93 del Real 
Decreto 84/2015, se desarrolla la información sobre gobierno corporativo y política de remune-
raciones que las entidades deberán publicar en su página web, así como algunos aspectos de la 
configuración de esta. 
El capítulo 9 recoge las obligaciones de información al Banco de España adicionales a las esta-
blecidas en el Reglamento de Ejecución (UE) n. º 680/2014 de la Comisión, de 16 de abril de 
2014, por el que se establecen normas técnicas de ejecución en relación con la comunicación de 
información con fines de supervisión por parte de las entidades, de conformidad con el Regla-
mento (UE) n. º 575/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo. En este sentido, las entidades 
deberán remitir, según el ámbito de aplicación establecido en cada norma, información sobre 
riesgo de tipo de interés, remuneraciones y conglomerados financieros. 
Por último, esta circular incluye siete disposiciones transitorias en las que se establece: i) el 
régimen transitorio de los colchones de capital para OEIS; ii) el régimen transitorio aplicable a 
las sucursales de entidades de crédito con sede en Estados no miembros de la Unión Europea; 
iii) la necesaria actualización de datos del Registro de Altos Cargos del Banco de España; iv) la 
información que las entidades deben proporcionar al Banco de España respecto a determinadas 
titulizaciones; v) la fecha en la que será obligatoria la primera remisión de información sobre 
conglomerados financieros; vi) la necesidad de seguir remitiendo transitoriamente determinados 
estados de liquidez de la Circular del  
Banco de España 3/2008; y, finalmente, vii) el plazo para la publicación en la página web de las 
entidades de la información sobre gobierno corporativo y política de remuneraciones. 
 
 

6. RESPONSABILIDAD CIVIL 

(No se ha encontrado ninguna novedad legislativa relevante). 


